
   
 
 

LEY DE VIOLENCIA FAMILIAR N° 9283 
DECRETO REGLAMENTARIO Nº 308/07 

ACUERDOS REGLAMENTARIOS N° 813 Y 815 

 

 
“Donde hay amor no existe el deseo de poder y donde predomina el poder el amor brilla por su 

ausencia. Uno es la sombra del otro...". Carl G. Jung 
 

 

La familia es la estructura social en la cual todos los seres humanos tenemos el primer contacto con la 

civilización; es el sistema que protege al “homo sapiens” de la extinción, al tiempo que es donde se 

experimenta la identidad del ser humano, tanto psicológica como histórica; la familia es el primer contextoxto 

donde se asumen roles y valores. 

En la familia, que es la célula básica del organismo social, ha predominado la ilusión de que los padres sólo 

tienen pensamientos positivos para sus hijos, pero la dramática realidad indica que junto con estos 

sentimientos cariñosos coexisten tendencias agresivas y destructivas. 

El maltrato familiar es una problemática social compleja que convierte la vida de quienes se ven involucrados, 

convivan o no, en un laberinto de temor, desvalorización y dolor.  

Cotidianamente, hombres, mujeres, niños, adolescentes, ancianos y discapacitados son protagonistas de este 

flagelo que afecta a todas las clases sociales y que perturba la vida física y psíquica de quienes lo padecen. 

Por sus connotaciones, trasciende las paredes de un hogar para transformarse en una problemática que debe 

ser asumida por la comunidad toda y sus instituciones. 

A lo largo de la historia siempre existió lo que hoy llamamos Violencia Familiar, pero no se la percibía como 

tal, porque estaba naturalizada, invisibilizada, es decir se creía que la vida era así y no había porque modificar 

dichos patrones de conducta. 

La violencia familiar existe en muchas familias de todo el mundo, sin importar el nivel socioeconómico al que 

pertenezcan. Algunos ocultan el tema, otros lo dicen, pero todos sufren las mismas angustias, los mismos 

miedos, la misma impotencia. Cómo entender un asunto complicado, tanto más cuando el velo de privacidad 

que lo cubre suele dificultar su reconocimiento y, con ello, las acciones para revertirlo 



 

Al principio sólo unas pocas personas se ocuparon de este tema y no había ni conocimiento ni conciencia de 

que se trataba de algo tan grave y que afectaba a tanta gente. Fue un esfuerzo muy grande ir sensibilizando al 

público, sobre todo a través de los medios de comunicación, de las personas y organizaciones comprometidas 

que pusieron sobre la mesa que el problema existía. 

La realidad se hizo cada vez más evidente e innegable: se fue perdiendo el miedo y la vergüenza, se 

multiplicaron las denuncias y los testimonios de las víctimas, cada vez más gente se preocupó por hacer algo 

hasta que, en la actualidad, los gobiernos, las instituciones, los organismos internacionales, se han convencido 

de que la Violencia Familiar es un grave problema social, que afecta la salud individual de quienes la padecen y 

también la seguridad, la calidad de vida, la educación y hasta la producción económica o el gasto del Estado.  

Hoy ya  no es un «delito invisible», sino que produce un rechazo colectivo y una evidente alarma social. Por 

ello, la conveniencia de regular jurídicamente la violencia familiar  y así contar con los mecanismos para 

proteger los derechos fundamentales de los integrantes del grupo familiar.  

¿Qué objetivos persigue la Ley Provincial de Violencia Familiar N° 9283? 

 

 La ley intenta la prevención, detección temprana, atención, derivación eficaz y erradicación 
de la violencia familiar, definiendo en tres niveles el marco preventivo de protección, como asimismo los 

procedimientos judiciales para lograr tal cometido. 

 Lo que quiere la ley es tratar de evitar, y en su caso, desactivar y superar, las causas del maltrato, 

abusos y todo tipo de violencia dentro de la familia, no mediante sanciones sino a través de un adecuado 

tratamiento médico-psicológico.  
Ha establecido tres niveles de prevención  

a) Prevención primaria implementando prácticas integrales, por una cultura de la paz, la no 

discriminación y el trabajo sobre una escala de valores que tenga como prioridad la solidaridad, la igualdad 

y la equidad; las actividades tendientes a ello se llevarán a cabo a nivel institucional, organizacional y 

comunitario.  

b) Prevención secundaria se realizará a través de la adecuada instrumentación de la atención que 

se le brinde a las familias o personas involucradas en el círculo de violencia y que comprenderá el trabajar 

con esas familias o personas afectadas y con las relaciones en las que se generen tensiones y conflictos 

desencadenantes de hechos de violencia familiar.  

c) Prevención terciaria se realizará a través de la adecuada instrumentación de la asistencia de las 

personas que se encuentren ya inmersos en actos o hechos de violencia con posibles factores de riesgo. 
 

¿Quién es la autoridad de aplicación de la Ley de Violencia Familiar? 

 

 El Ministerio de Justicia a través de la Dirección de Violencia Familiar y mediante la 

implementación del Programa de Erradicación de Violencia Familiar, es la Autoridad de Aplicación de la Ley 

Provincial N° 9283. 



¿Qué es la  violencia familiar? 

 
 Es toda acción, omisión o abuso dirigido a dominar, someter, controlar o agredir la integridad física, 

psíquica, moral, psicoemocional, sexual y/o la libertad de una persona en el ámbito del grupo familiar, aunque 

esa actitud no configure delito. 

 

¿Qué situaciones se consideran manifestaciones o tipos de violencia familiar? 

 

La ley recepta los siguientes supuestos de violencia:   

1. Violencia física Es todo acto de agresión en el que se utilice 

cualquier parte del cuerpo, algún objeto, arma, sustancia o elemento para 

sujetar, inmovilizar o causar daño a la integridad física de otra persona, 

encaminado hacia su sometimiento o control 

Violencia directa: Ej. golpes de puño, empujones, apretar el cuello 

con intenciones de asfixia, sacudir, patear, morder, cachetear, intentar ahogar, etc. Por lo general, es un 

maltrato visible. 

Violencia indirecta: Ej. arrojar elementos extraños, usar armas blancas propias y las de fuego 

cualquiera fuere su clase 

2. Violencia psicológica o emocional Originada por aquel patrón de conducta, tanto de 

acción como de omisión, de carácter repetitivo, consistente en prohibiciones, coacciones, 

condicionamientos, intimidaciones, amenazas, actitudes devaluatorias o de abandono, capaces de provocar, 

en quien las recibe, deterioro o disminución de la autoestima y una afectación a su estructura de 

personalidad 

Este tipo de violencia ataca fundamentalmente la identidad de sujeto, impide o lesiona la 

organización psíquica de la víctima. 

Ejemplos: 

  Todo tipo de amenaza que obligue al  otro a hacer o no hacer algo por miedo a la pérdida de un 

bien necesario, amor, alimentos, permisos de salida (libertad corporal de hacer lo que no implique un riesgo 

verificable para su vida o salud) o por temor a ser golpeado, encerrado etc. 

  Prohibición de elegir los amigos, la ropa, etc...  

  Condicionamientos Se condiciona el amor a conductas o logros del niño o del sujeto vulnerable 

(matrimonio, empleo etc…) Cuando por ejemplo los padres exigen buenas notas para autorizar cosas 

necesarias para los niños como es el reunirse con los amigos, porque el fracaso escolar incide sobre la 

autoestima del niño y el padre además aumenta el aislamiento. 

  Desaprobación de iniciativas.  

  Exclusión en actividades familiares. 

  Falta de disponibilidad de los padres para con el niño. El padre está preocupado por sí mismo y es 

incapaz de responder a las conductas del niño. 

  Aislamiento del menor: Privar al niño de las oportunidades para establecer relaciones sociales. 

  Sometimiento del niño a un medio donde prevalece la corrupción. 

  Impedimento de la normal integración niño, reforzando pautas de conductas antisociales. 



  Privación al niño de los cuidados básicos, aún teniendo los medios económicos; se posterga o 

descuida la atención de la salud, educación, alimentación, protección, etc.  

  Ruptura de objetos  - ropa, juguetes, fotos, plantas, elementos de estudio o trabajo, artefactos 

domésticos -  que pertenecen a la esposa, a los hijos o son propiedad común de la familia.  

  Control de cajones, cartera, agenda, sin respeto por la privacidad, controlar la correspondencia, los 

llamados telefónicos, las idas y venidas, los horarios, etcétera, de manera que nadie se siente libre ni con 

derechos pues está bajo el dominio de quien ejerce el poder en la familia. 

  Esta es una manifestación de violencia mucho más difícil de demostrar, sobretodo en los casos 

en que se produce en el interior de un grupo familiar. La violencia psicológica, verbal o emocional, tiene 

lugar cuando se humilla, desvaloriza, insulta, minimiza, ignora  tendiendo a afectar la autoestima. 

  El acto puede ser tanto en público como en privado. 

  Es necesario la REITERACIÓN de estos actos u omisiones. 

3. Violencia sexual: Es un patrón de conducta consistente en actos u omisiones que infrinjan 

burla y humillación de la sexualidad, inducción a la realización de prácticas sexuales no deseadas y actitudes 

dirigidas a ejercer control, manipulación o dominio sobre otra persona, así como los delitos contra la libertad y 

el normal desarrollo psicosexual, respecto de los cuales esta Ley sólo surte efectos en el ámbito asistencial y 

preventivo 

  La violencia sexual se manifiesta con actos agresivos que mediante el uso de la fuerza física, 

psíquica o moral reducen a una persona a condiciones de inferioridad para imponer una conducta sexual en 

contra de su voluntad. Este es un acto que busca fundamentalmente someter el cuerpo y la voluntad de las 

personas 

  Es toda manifestación de abuso de poder en la esfera de la vida sexual de las personas, pudiendo 

ser calificada o no como delito, puesto que algunas manifestaciones de violencia sexual son ignoradas por 

nuestra legislación penal.  

  Pueden ir desde imposiciones al nudismo, exhibicionismos, manoseos, penetración y todo tipo de 

acto íntimo de esa índole, NO CONSENTIDO NI DESEADO. 

  Incluyen las burlas, chanzas públicas y privadas de actos, hechos o circunstancias vinculadas con 

vida sexual de la pareja. 

   Atenta contra la dignidad y la libertad sexual de las personas, vulnerando sus derechos sexuales 

mediante el uso de la fuerza o la amenaza de usarla, la intimidación, la coerción, chantaje, presión indebida, 

soborno, manipulación o cualquier otro mecanismo que anule, limite la voluntad personal de decidir acerca de 

la sexualidad. 

4. Violencia económica: Se provoca por acciones u omisiones cuya manifiesta ilegitimidad 

implique daño, pérdida, transformación, sustracción, destrucción, ocultamiento o retención de bienes, 

instrumentos de trabajo, documentos o recursos económicos, por las cuales las víctimas no logran cubrir 

sus necesidades básicas, con el propósito de coaccionar la autodeterminación de otra persona.  



  Existe violencia económica cuando uno de los miembros de la familia usa el poder económico 

para provocar un daño a otro. 

  Las víctimas son privadas o tienen muy restringido el manejo del dinero, la administración de los 

bienes propios y/o gananciales o impedido su derecho de propiedad sobre los mismos. 

Ejemplos:  

  Cuando se tenga que pedir o rogar por el dinero, en lugar de compartirlo. 

  Cuando se obliga a entregarle todo el dinero que uno gana. 

  Cuando no le informa acerca de los ingresos familiares o no le permite disponer de ellos para 

sus necesidades y las de los hijos. 

 

¿A quiénes se intenta proteger? 

 

 

    
 

 Se intenta proteger a todas las personas que sufren lesiones o malos tratos físicos o psíquicos por 

parte de algunos de los integrantes del grupo familiar, entendiéndose por tal, el surgido del matrimonio, de 

uniones de hecho o de relaciones afectivas, sean convivientes o no, persista o haya cesado el vínculo, 

comprendiendo ascendientes, descendientes y colaterales. Para que la violencia ocurra debe también existir 

un vínculo: agresor-agredido. Este vínculo es sobre todo e inicialmente, emocional. 

 Violencia entre esposos (ej. actos de violencia del esposo respecto de la esposa, o bien con 

sus hijos (comunes o no comunes) ascendientes (padres) o colaterales (hermanos, tíos, sobrinos) de uno u 

otro de sus integrantes del matrimonio. 

 Violencia entre personas que conforman uniones de hecho (concubinato), sea entre estos, o 

respecto de  sus hijos (comunes o no comunes) ascendientes (padres) o colaterales (hermanos, tíos, 

sobrinos) de uno u otro de sus integrantes de dicha unión. 

 Violencia en relaciones afectivas. entre novio y la novia, entre el padre de la novia al novio, 

entre homosexuales. 

 

¿Quiénes pueden denunciar? 

 

 Cualquier persona puede denunciar un hecho de violencia familiar 

 

¿Quiénes deben denunciar? 

 

 Cuando las víctimas fueran menores de edad, incapaces, ancianos o discapacitados que se 

encuentren imposibilitados de accionar por sí mismos, están obligados a hacerlo sus representantes 



legales, los obligados por alimentos y/o el Ministerio Público, como así también quienes se desempeñen en 

organismos asistenciales, educativos, de salud y de justicia y en general, quienes desde el ámbito público o 

privado tomen conocimiento de situaciones de violencia familiar o tengan sospechas serias de que puedan 

existir. 

 La denuncia debe ser realizada en un plazo máximo de 72 horas contadas a partir de la fecha 

en que se tomó conocimiento de la situación de violencia y si hubiese duda se contará a partir de la fecha 

de la primera intervención que conste en la historia clínica, social o registro respectivo. Salvo en situaciones 

de alto riesgo en las que deberá, ser inmediata. 

 Si a criterio de los profesionales actuantes no es procedente efectuar la comunicación en su caso 

a la superioridad del área que corresponda por entender que el caso no amerita judicialización, es decir por 

no considerarla de alto riesgo, se dejará la debida constancia bajo su responsabilidad en la historia clínica, 

social o registro. 

 

 

 
En los delitos de instancia privada y de acción privada, se informará a la víctima o sus 

representantes legales de la posibilidad de efectuar la denuncia penal, salvo la previsión de la 
última hipótesis del art. 72 del Código Penal. 
 

¿Dónde puede realizarse la denuncia? 

 

 La denuncia se puede realizar en la Capital ante:  

− Dirección  de Violencia Familiar perteneciente al Ministerio de Justicia (Alvear 150) 

− Unidades Judiciales  

− Mesa de Entradas de Violencia Familiar de los Juzgados de Familia y Menores (Duarte 

Quirós 650) 

 

 En el Interior de la Provincia en: 

− Juzgados con competencia en Familia o Menores 

− Unidades Judiciales habilitadas,  

− Cualquier autoridad policial  

− Juzgado de Paz, y  

− Centros pertenecientes al Programa de Violencia Familiar dependientes de la Dirección de 

Asistencia a la Víctima del Delito y Violencia Familiar del Ministerio de Justicia, más 

cercano al domicilio de la persona  
 La Mesa de Entradas de los Juzgados de Familia y Menores de la ciudad de Córdoba se localiza 

en la planta baja del edificio de calle Duarte Quirós 650 y funciona los días hábiles en el horario de 08 a 21 

horas. 

 También existen Mesas de Entradas para Violencia Familiar en los Tribunales de la Ciudad de 

San Francisco y... 

 

 



En horas y días inhábiles, se receptan las denuncias en: 

 

 En las Fiscalías y las Unidades Judiciales habilitadas receptan, según los turnos asignados, 

las denuncias que se presenten en días y horas inhábiles. 

 En la Ciudad de Córdoba funciona la Unidad Judicial de Violencia Familiar. La misma se localiza 

en la planta baja del edificio de calle Duarte Quirós 650. Funciona las 24 horas en días hábiles e inhábiles  

 Recibida la denuncia debe comunicarse de inmediato  

a) En día u hora inhábil: al Fiscal de Instrucción   

b) En día y hora hábil: al Juez de Familia o de Menores en turno, según corresponda para la 

atención de las urgencias, bajo las condiciones que se indicaran seguidamente. 

 

¿Qué pasa si una denuncia se presenta en una dependencia que no está de turno? 

 

 Si la denuncia se presenta ante un Tribunal o Fiscalía o Unida Judicial  que no se encuentre de 

turno o no corresponda su intervención, la misma debe receptarse y las actuaciones deben remitirse de 

inmediato a quien corresponda. 

 

¿Cómo se receptan las denuncias? 

 

 Las denuncias se reciben en un formulario especialmente diseñado a tal fin, el cual será 

distribuido por el Tribunal Superior de Justicia, del cual debe dársele copia al denunciante. 

 

 

 

 

 

 

 

 

¿Qué aspectos deben tenerse en cuenta al momento de recibir la denuncia? 

 

 La violencia familiar es un tipo de comportamiento especial por las siguientes razones: por el lugar 
donde se lleva a cabo el hecho, que es donde conviven autor y víctima. La violencia se cuece en la intimidad 

familiar; por el vínculo que liga al autor con la víctima ya que, paradójicamente, el autor de la violencia es el 

responsable de proteger a la víctima, por la reiteración sistemática del maltrato y por las consecuencias 
graves de desprotección que generan en la víctima. Por lo general no les resulta fácil comentar a alguien lo 

que sucede en sus hogares, pues, 

aunque padezcan, no siempre tienen conciencia cabal de la gravedad y peligro en el que están sea. 

La autoridad que recibe la denuncia y aquella que luego la analiza y decide se erigen en factores 

decisivos para ejercer una influencia constructiva y protectora en personas que se encuentran en una situación 



de riesgo. Tienen una responsabilidad de primera línea pues son quienes pueden lograr que se amparen y 

protejan los derechos básicos y fundamentales de las personas. 

 Por ello es necesario tener un cuidado especial a la hora de recibir el relato de la víctima de 

hechos de violencia familiar, quien será en la mayoría de los casos quien formulará la denuncia. 

 Debe ponerse especial atención en la dificultad que implica para la persona víctima relatar el 

hecho por la relación especial con el victimario y también porque tendrá que se hacer pública una situación 

personal ante una persona desconocida, lo cual supone humillación, estigmatización, vergüenza y temor. 
Eventualmente la denuncia la practican terceros que tienen que ser  tratados en iguales condiciones de 

cuidado. 

 A los fines de alentar a la víctima a efectuar el relato del hecho es de suma importancia crear un 

clima propicio para que esta se sienta cómoda y en confianza. Es importante la  actitud de respeto y de 
“escucha” (que la víctima se sienta recibida por quien la interpela) de quien recibe a la persona que va 

a realizar la denuncia, puesto que esto generará en ella la confianza necesaria para describir la situación 

de violencia por la que atraviesa. Esta siempre percibirá dicha actitud. 

 En caso de no hallar un clima propicio y una actitud receptiva, la víctima guardará silencio lo cual 

imposibilitará tomar las medidas tuitivas necesarias que establece la ley.  

 Por lo general, en el momento de la denuncia las víctimas sólo cuentan una parte de lo sucedido 

o bien lo distorsionan, razón por la cual,  recién luego de la intervención de los cuerpos técnicos se llegará a 

conocer lo acontecido en su totalidad. 

 

 

 

 

 

 
 
En los casos de maltrato infantil  

 Se debe prestar especial atención en la situación de vulnerabilidad del niño, quien no puede 

defenderse ni percibir el peligro. Para ello es de primordial importancia escuchar sin torcer el discurso del 

niño, el que puede incluso intentar proteger con el mismo a su agresor, en la idea de que el abuso o 

maltrato a que es sometido es un trato correcto o manifestación de afecto del adulto que lo tiene a su cargo. 

 La primera pregunta a responder a los fines de adoptar la medidas urgentes  y adecuadas que 

establece la ley es quien protegerá al niño,  para lo cual es necesario distinguir si son ambos 
progenitores los maltratadores o es uno solo de ellos. 

 Como en la mayoría de los casos los padres maltratadores son muy hábiles para distorsionar 
el relato resulta de suma utilidad valerse de estudios objetivos tales como radiografías o informes de 

odontólogos, así como de otros informes profesionales o escolares alternativos, etc. 

 En definitiva, tenemos que tomar conciencia de la importancia que reviste la recepción de la 

denuncia a los fines de tener un pleno conocimiento de los hechos para lograr los objetivos preventivos y 

tuitivos buscados por ley. 

 Por razones de seguridad, los organismos que recepten las denuncias por violencia familiar y los 

que intervengan en la sustanciación del proceso, mantendrán en reserva la identidad del denunciante. 



 

 

 

 

 Al denunciante se le debe preguntar cual de las medidas cautelares previstas por el art. 21 de 

la ley 9283 pretende obtener (exclusión del agresor de la residencia común, entrega inmediata de sus 

efectos personales, etc.). 

 Deberá informársele respecto de las distintas medidas que autoriza la ley (art. 21).  

 

¿Se puede difundir el contenido de la denuncia y el nombre del denunciante? 

 
 

 
 Tanto la identidad del denunciante, como las actuaciones generadas y el registro habilitado 

tienen el carácter de reservado. 

 Todo agente o funcionario administrativo o judicial está obligado a guardar secreto de todo 

asunto que llegue a su conocimiento conforme al régimen de la ley 9283. 

 Dicha obligación subsiste aún después de haber concluido el proceso judicial o de haber cesado 

el agente o funcionario administrativo o judicial en sus funciones. 

 Esta reserva comprende a todas las actuaciones judiciales y administrativas vinculadas con el 

proceso. 
 Para reservar la identidad del denunciante, cuando él lo solicite, el mismo no suscribirá la 

denuncia, pero hará constar su identidad en declaración que guardará en sobre cerrado y anexará al 

formulario respectivo. La autoridad judicial podrá dejar sin efecto la reserva de identidad cuando lo estime 

necesario. 

 En el supuesto de acoso u hostigamiento del agresor, los obligados a comunicar podrán requerir 

del juez medidas protectivas adecuadas a su situación. 
 

¿Cómo debe actuar la Fiscalía de Instrucción o la Unidad Judicial  cuando de la denuncia 
por violencia familiar surgiera la supuesta comisión de un hecho delictivo? 

 

 En los casos previstos en el artículo 72 del CP, deberá informar al denunciante que cuenta 

con la posibilidad de una doble vía de protección legal. Por un lado, en la potestad de promover o no la 

acción penal en los supuestos previstos por el artículo 89 del CP. Sin perjuicio de lo anterior, se le debe 

advertir que tratándose de alguna de los tipos de violencia previstos en el artículo 3 de la Ley 9283, puede 

formular la denuncia en tal sentido.  

 Deberá explicar al ciudadano, -poniendo particular cuidado en no inducir temor con las 

expresiones-, que luego de concretada la denuncia penal ésta no puede ser retirada o retractada. 
También, de las consecuencias que puede acarrear al denunciado, las distintas medidas procesales de 

coerción personal (prisión preventiva, etc.) y de los inconvenientes que puede generar la puesta en 

marcha de un proceso penal en orden a la relación laboral actual o futura del denunciado (la denuncia 

penal como antecedente disvalioso para conseguir en el futuro un puesto de trabajo). 



¿Qué debe hacerse si se opta por la denuncia penal? 

 

 Si se decide la denuncia penal deberá consignarse la misma de conformidad a las exigencias 

previstas por el art. 316 del C.P.P. 

 

¿Qué debe hacerse si se opta por la denuncia de violencia familiar en los términos de la Ley 
9283? 

 

 Lo primero, documentarla utilizando el formulario especialmente habilitado. 

 Receptada la denuncia por violencia familiar, deberá remitirse al Juzgado de Familia y/o 

Juzgado de Menores o Juzgados de Primera Instancia con Competencia Múltiple que corresponda. 

 

¿Cómo debe actuarse frente a una denuncia penal o bien una denuncia de la Ly 9283 
receptada en días u horas inhábiles? 

 

 En día y hora inhábil, el Fiscal de Instrucción tendrá a su cargo evaluar la urgencia y gravedad de 

los hechos denunciados. 

 Dicho funcionario estará autorizado para disponer las medidas protectivas del art. 21 inc. c y las 

que habilita el Código Procesal Penal a los fines de hacer cesar la situación de violencia o evitar su repetición, 

debiendo remitir las actuaciones labradas al juez competente en el día hábil siguiente, quien podrá mantener o 

dejar sin efecto las medidas dispuestas. 

La posibilidad de ordenar la exclusión del agresor, se encuadra en la facultad que se posee de imponer “la no 

concurrencia a determinados sitios” (art. 268 último párrafo del C.P.P.). 

 

 
 
 
 

 Las Unidades Judiciales intervinientes deberán tramitar dichas actuaciones conforme las 
directivas que para el caso sean impartidas por el Ayudante Fiscal o el Secretario de Fiscalía. 

   

¿Cómo debe obrar un sumariante frente a las dudas que le surjan? 

 

 Lo primero: La duda debe canalizarse con el Ayudante Fiscal de turno.  

 Si ello no fuera posible, la misma debe ser consultada con el Secretario de la Fiscalía de 
Instrucción. 

 No debe consultarse de manera directa con el Juez de Familia o Menores o sus 

Secretarios, sin previamente haber formulado la consulta al Ayudante Fiscal o  Secretario de Fiscalía de 

Instrucción.  

 

 



¿Qué constancia se entrega al denunciante? 

 

 Al denunciante, víctimas, y/o sus representantes legales y/o letrados se le entrega  una copia de la 
denuncia de violencia familiar  
 

 
 
 
 

¿Quiénes son los tribunales competentes para entender en materia de violencia familiar? 

 

 Los jueces con competencia en materia de familia y menores son los tribunales a quienes la ley les 

asigna el protagonismo principal en materia de violencia familiar. 

 Ambos tienen poder de decidir tales temas, pero debe distinguirse las siguiente situaciones 

A) Los Juzgados de Menores serán competentes en relación a los hechos, actos, omisiones, 

acciones o abusos previstos por la Ley 9283, cuando el sujeto pasivo fuera un menor de edad 

(art. 9 Ley 9053). 

Artículo 9º de la Ley  9053:  

El Juez de Menores en lo Prevencional y Civil será competente para conocer y resolver: 
a) En la situación de los niños y adolescentes víctimas de delitos o faltas, cuando fueren 

cometidas por sus padres, tutores o guardadores; 

b) En la situación de los niños y adolescentes víctimas de malos tratos, correcciones 

inmoderadas, negligencia grave o continuada, explotación o grave menoscabo de su personalidad 

por parte de sus padres, tutores o guardadores; 

c) Cuando habiendo exposición, filiación desconocida, o impedimento legal de los padres, 

fuere necesario proveer al niño o adolescente medidas de protección;  

d) En la situación de los niños y adolescentes cuyos padres manifestaren expresamente su 

voluntad de desprendimiento definitivo, aún para ulterior adopción;  

e) Cuando el niño o el adolescente hubiere sido dejado por los padres, tutores o guardadores 

en institución pública o privada de salud o de protección, si el tiempo transcurrido hiciere presumir 

que se han desentendido injustificadamente de sus deberes para con el mismo; 

f) Cuando con su propio obrar el niño o el adolescente comprometiere gravemente su salud y 

lo requirieren sus padres, tutores o guardadores; 

g) En las cuestiones referentes a alimentos, venias supletorias matrimoniales y otras 

autorizaciones respecto de niños y adolescentes sujetos a protección judicial; 

h) En las diligencias necesarias para otorgar certeza a los atributos de la personalidad de 

niños y adolescentes bajo su protección; 

i) En las actuaciones sumarias indispensables para garantizar a niños y adolescentes las 

prestaciones sociales y asistenciales, aún no estando sujetos a protección judicial;  

j) En las recusaciones e inhibiciones de los Fiscales de Menores, Asesores y Secretarios, 

cuando se tratare de causas sustanciadas ante él. 



B) Los Juzgados de Familia lo serán en relación a los hechos, actos, omisiones, acciones o 

abusos previstos por la Ley 9283, en los casos en que sean competentes conforme la ley 7676 (arts. 16 

incs. 14° y 15°, y . 21 inc. 4°, ib.). 

 

Artículo 16 de la Ley 7676. 
 Los Tribunales de Familia conocerán de las siguientes causas: 

14) En conflictos personales en las uniones de hecho estables, sumariamente acreditadas, 

aunque no haya habido descendencia, cuando hubiere violencia y no fuere competencia de otros 

fueros. 

15) Toda otra cuestión personal derivada de la relación de familia. 

Artículo 21.-  
Los Jueces de Familia entenderán: 

4) En la fijación provisoria de alimentos; litis expensas; régimen de visitas, exclusión del 

cónyuge del hogar conyugal y guarda de menores no sujetos a Patronato, y en los casos previstos 

en el art. 16, Incs. 14) y 15). En estos últimos casos también podrán ordenarse medidas de 

protección temporales, cuando la urgencia y circunstancias del caso las justifiquen procurando dar 

solución inmediata al conflicto. 

 
 

¿Cuáles son las reglas de competencia material que complementan la indicación anterior? 

 

 Sin perjuicio de las medidas urgentes que pueda adoptar el Fiscal de Instrucción o el Juez de 

Paz, será competente el juez de familia o de menores que hubiera prevenido, salvo que:  

a) Existiera un proceso judicial ya iniciado vinculado con el grupo familiar en el que se generaron 

los hechos, actos, omisiones, acciones o abusos previstos por la Ley 9283, en cuyo caso éste tribunal 

será competente;  

b) El grupo familiar tenga su asiento fuera del ámbito del Juez de Familia o Menores que hubiera 

prevenido. 

 

¿Cuáles son las reglas en materia de competencia territorial que deben tenerse en cuenta 
en materia de violencia familiar? 

 
a) Será competente el juez del lugar donde el grupo familiar tenga asentada su residencia o 

domicilio habitual. 

b) Las medidas urgentes previstas por el art. 21 de la Ley 9283, serán adoptadas por el Juzgado 

de Familia o de Menores con competencia territorial en el lugar en donde se generaron los hechos, actos, 

omisiones, acciones o abusos previstos por la Ley 9283; sin perjuicio de las medidas que puedan adoptar 

los Fiscales de Instrucción en el marco de las atribuciones que le confiere el C.P.P. y el art. 21 inc. c) de la 

ley 9283. 

c) Adoptadas las medidas urgentes se remitirán de inmediato al juez competente según la materia 

o el territorio. 

 



¿Cuál es el rol que cumple el Fiscal de Instrucción en materia de violencia familiar? 

 
 Las Fiscalías de Instrucción receptarán, según los turnos asignados, las denuncias que se 

presenten en días y horas hábiles o inhábiles. 

 En materia de violencia familiar los Fiscales de Instrucción pueden adoptar las medidas que le 

confiere el C.P.P. y el art. 21 inc. c) de la ley 9283. La posibilidad de ordenar la exclusión del agresor, se 

encuadra en la facultad que se posee de imponer “la no concurrencia a determinados sitios” (art. 268 

último párrafo del C.P.P.). 

 Las Fiscalías de Instrucción, deben, comunicar, además, las medidas que dispongan el cese de 

prisión, la concesión de libertad condicional o de salidas transitorias, o cualquier otra que importe la 

conclusión del proceso, en forma previa a su efectivización. 
  

¿Cuál es el rol que cumple el Juez de Paz en materia de violencia familiar?. 

 
 Los Jueces de Paz reciben las denuncias por hechos de violencia acaecidos en sus respectivas 

jurisdicciones territoriales y toman en caso de corresponder las medidas urgentes, quedando obligados a elevar 

los asuntos al Juez de familia o de Menores, según corresponda, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas de 

haber tomado conocimiento de los hechos, salvo que la urgencia impusiere su remisión en un plazo menor. 

 A dicho fin el Juez de Paz debe distinguir estas situaciones:  

1. Cuándo un menor se encuentra en una situación de riesgo o peligro conforme la ley de 
Violencia Familiar. Esta situación se verifica cuando el padre, madre, tutor o guardador no han adoptado las 

medidas necesarias para brindarle al menor la debida protección, y por tanto debe actuar la Justicia de 
Menores. Se trata de  aquellos casos en los que el menor resulte víctima de las conductas violentas y el/ o los 

progenitores o guardadores no quieren, no saben o no pueden brindarle la debida protección. Ej. cuando la 

madre denuncia malos tratos por parte del padre a sus hijos y necesita la exclusión del victimario para que la 

situación vuelva a la normalidad; o cuando el vecino denuncia tales malos tratos y la madre no actúa por 

desidia, miedo o complicidad. 

2. En los demás casos, debe actuar la Justicia de Familia de turno  

 

Recepción de denuncias en materia de violencia familiar en días u horas inhábiles en los 
lugares donde hay Juzgados de Paz. 

 
 En días y horas inhábiles las denuncias por violencia familiar deben presentarse ante la autoridad 

policial, la que en casos de urgencia debe dar inmediata comunicación al Juez de Paz. 

 

¿Cuáles son las medidas cautelares o protectivas que se pueden adoptar en materia de 
violencia familiar? 

 
1. Disponer la exclusión del agresor de la residencia común y la entrega inmediata de sus 

efectos personales, labrándose inventario judicial de los bienes muebles que se retiren y de los que 

permanezcan en el lugar; 



2. Disponer el reintegro al domicilio o residencia de la víctima que hubiere salido del mismo con 

motivo de los hechos denunciados y por razones de seguridad personal; 

3. Disponer -inaudita parte- cuando razones de seguridad lo aconsejen, el inmediato alojamiento 

de la o las víctimas en el establecimiento hotelero o similar más cercano al domicilio de éstas. Asimismo, en 

todos los casos, podrá disponer que el alojamiento temporario sea en la residencia de familiares o allegados 

que voluntariamente acepten lo dispuesto. La lista de los establecimientos hoteleros o similares, será provista 

por el Tribunal Superior de Justicia y con cargo a la partida presupuestaria que anualmente asigne, a tal fin, el 

Poder Ejecutivo Provincial; 

4. Prohibir, restringir o limitar la presencia del agresor en el domicilio o residencia, lugares de 

trabajo, estudio u otros que frecuente también la víctima; 

5. Prohibir al agresor comunicarse, relacionarse, entrevistarse o desarrollar cualquier conducta 

similar, en relación con la víctima, demás personas afectadas, testigos o denunciantes del hecho; 

6. Incautar las armas que el agresor tuviere en su poder, las que permanecerán en custodia en 

sede judicial; 

7. En caso que la víctima fuere menor o incapaz, puede otorgar su guarda provisoria a quien 

considere idóneo para tal función, si esta medida fuere necesaria para su seguridad psicofísica y hasta tanto se 

efectúe un diagnóstico de situación; 

8. Establecer, si fuere necesario y con carácter provisional, el régimen de alimentos, tenencia y 
de visitas, mientras se inician, sustancian y resuelven estas cuestiones por el trámite que para ellas prevén las 

normas procedimentales en vigencia; 

9. Solicitar las acciones previstas en el inciso g) del artículo 33 de la presente Ley -Programa de 

Erradicación de la Violencia Familiar-, y 

10. Disponer la asistencia obligatoria del agresor a programas de rehabilitación. 

 Las medidas protectivas tienen carácter enunciativo, y podrán ser dispuestas en forma simultánea 

dos o más de ellas, no son excluyentes entre sí, ni con las existentes en los demás ordenamientos jurídicos 

vigentes de aplicación en los hechos de violencia familiar denunciados. 

 Las órdenes judiciales libradas, que ordenen algunas de las medidas que requieran la intervención 

de la Autoridad de Aplicación, deberán contar en todos los casos con la correspondiente habilitación del 

empleo de la fuerza pública para su cumplimiento, en caso de ser ello necesario. 

 
¿Cómo es el procedimiento judicial en materia de violencia familiar 

 
 Luego de tomada la medida el juez convocará a una a audiencia a las partes prevista por el art. 22 

de la ley 9283, oportunidad en la que éstas serán oídas. 

 Las partes deberán concurrir con patrocinio letrado. Cuando no concurrieren con patrocinio privado, 

se les asignará patrocinio oficial. 

 La resolución que se dicte será apelable con efecto devolutivo, es decir sin suspender la medidada 

adoptada. 
 Firme la resolución se ordenará el archivo de las actuaciones. 

 Las medidas cautelares dispuestas por aplicación de la ley 9283, podrán ser modificadas, ratificadas 

o denegadas mediante las acciones ordinarias previstas en la ley 7676 (demandas de régimen de visitas, 

tenencia, alimentos, divorcio, etc...) 

 Cuando la ley se refiere al Ministerio Público debe entenderse que comprende el Fiscal y el Pupilar. 


